B. La Condición

(i) Concepto y Reglamentación

El art. 1473 define la obligación condicional diciendo que es "(...) la que depende de una condición, esto es, de un acontecimiento futuro que puede suceder o no". Añadiendo los efectos que producen, suele definírselas como “(...) el hecho futuro e incierto del cual depende el nacimiento o extinción de un derecho y su obligación correlativa”.

La regla general es que todo acto jurídico pueda ser condicional, confirmando dicha regla las siguientes excepciones: 

1.- Las legítimas rigurosas (art. 1192).

2.- El matrimonio (art. 102, expresión "actualmente").

3.- La aceptación y la repudiación (art. 1227).

Las fuentes de las condiciones pueden ser dos:

1.- La ley, como en el caso del fideicomiso y del art. 1489.

2.- Uno contrato o un testamento, que es lo más frecuente.

Con todo, las condiciones son una excepción en el derecho, y por lo tanto no se presumen ni se subentienden, cualquiera que sea su fuente. Toda condición, para ser tal, debe estar señalada expresamente, salvo el caso del art. 1489, o cuando se desprenda de la naturaleza de la obligación, como en las ventas de cosa futura.

Las condiciones están reguladas en los siguientes grupos de preceptos:

1.- En el título IV del Libro IV: De las Obligaciones Condicionales y Modales, arts. 1473 a 1493. 

2.- En el Título IV del Libro III: De las Asignaciones Testamentarias, arts. 1056 a 1165. Rigen, según el art. 1493, todas aquellas disposiciones acerca de las asignaciones testamentarias condicionales o modales, en lo que no pugnen con el grupo de normas contenido en el título IV del Libro IV. 

(ii) Elementos de toda Condición

Según estas definiciones, dos son los elementos de toda condición:

1.- Hecho futuro. Es el elemento común a toda modalidad. Puede suceder que las partes señalen como condición un hecho presente o pasado. Al respecto dispone el art. 1071 que “La condición que consiste en un hecho presente o pasado, no suspende el cumplimiento de la disposición. Si existe o ha existido, se mira como no escrita; si no existe o no ha existido, no vale la disposición. Lo pasado, presente y futuro se entenderá con relación al momento de testar, a menos que se exprese otra cosa”.

Vale decir, si el hecho existe o ha existido, se mira como no escrita y el acto es puro y simple, porque no hay nada que detenga sus efectos. En cambio, si el hecho no existe o no ha existido, no vale la disposición, puesto que desde el comienzo ha habido un hecho que ha impedido que el vínculo se forme. Por ejemplo, Juan le dice a Pedro: "le doy 1000 pesos si su hijo se recibió ayer de abogado". Si el hijo de Pedro se recibió de abogado, la obligación es pura y simple, pero si no se recibió, no hay obligación.

Es irrelevante que las partes hayan o no tenido conocimiento del acaecimiento o no acaecimiento del hecho.

2.- Incertidumbre. Este es el elemento que distingue a las condiciones de las demás modalidades, y consiste en que, para que haya una condición, es preciso que la ocurrencia o no ocurrencia –según corresponda- del hecho futuro del cual pende sea incierta.

La incertidumbre que la ley toma en cuenta es la objetiva, esto es, la que depende de la naturaleza misma del hecho, mas no de los conceptos que las partes tengan de la realización del hecho. Lo cual se traduce en que la incertidumbre que la ley considera es aquella que es conocida de todas las partes. No cumple esta exigencia, por ejemplo, la condición que consiste en darle a una persona 1000 si va a Júpiter, contando con que ésta ignora la imposibilidad actual de ir a Júpiter. 

La muerte de una persona es siempre plazo, pues su acontecimiento es absolutamente cierto, salvo que vaya acompañada de ciertas circunstancias de índole incierta, como su causa. Por ejemplo: que Juan muera de Cáncer.

La determinación o indeterminación del hecho futuro, esto es, la época en que debe verificarse, no califica la existencia de una condición. Así, la condición será determinada cuando en el supuesto de que el hecho incierto suceda, se sabrá cuando, e indeterminada, cuando no se sabrá cuando.  

 (iii) Clasificación de las Condiciones

(a) Enunciación

Las condiciones admiten las siguientes clasificaciones:

1.- Expresas y tácitas.

2.- Positivas y negativas.

3.- Potestativas, causales y mixtas.

4.- Suspensivas y resolutorias.

5.- Lícitas e ilícitas; posibles e imposibles.

6.- Determinadas e indeterminadas.

(b) Las Clasificaciones en Especial

(1) Expresas y Tácitas

Es expresa cuando las partes la estipulan o el testador la señala en términos explícitos (le vendo mi casa en 10000, pero si Ud. va a Europa, la venta se resuelve). Es tácita la condición que se subentiende en la obligación sin necesidad de que las partes la estipulen o el testador la señale. El caso más relevante está dado, sin duda, por la condición resolutoria táctica que envuelve todo contrato bilateral.

(2) Positivas y Negativas

De acuerdo con el art. 1474, Es positiva la que “(...) consiste en acontecer una cosa (...)” (si llueve mañana, si Ud. se casa). Es negativa si consiste “(...) en que una cosa no acontezca” (si no va a París). 

(3) Potestativas, Causales y Mixtas

1.- Potestativa: es la que depende de la voluntad del deudor, o del acreedor, o de la de ambos (art. 1477). Por ejemplo, "le doy 1000 pesos si yo voy a París", que sería potestativa del deudor. La condición potestativa puede ser:


a) Puramente o meramente potestativa: cuando la condición potestativa consiste en la mera voluntad de cualquiera de las partes. Para analizar su eficacia debe distinguirse:



i) Si consiste en la mera voluntad del acreedor, es válida, sea suspensiva o resolutoria, ya que de todas formas hay un deudor que se encuentra en la necesidad de dar, hacer o no hacer, necesidad que no depende de su voluntad (por ejemplo, “te doy $1000 si tú quieres”. La ley consagra ejemplos específicos de este tipo de condiciones:




A) La venta a prueba, consagrada en el art. 1823. Expresa este artículo en su inc. 1º que “Si se estipula que se vende a prueba, se entiende no haber contrato mientras el comprador no declara que el agrada la cosa de que se trata (...). Añade el inc. 2º que “Sin necesidad de estipulación expresa se entiende hacerse a prueba la venta de todas las cosas que se acostumbra vender de ese modo”. El vendedor debe al acreedor la cosa bajo condición suspensiva de que a éste le agrade.





B) Comodato precario, porque el comodante (acreedor) se “(...) reserva la facultad de pedir la restitución de la cosa prestada en cualquier tiempo” (art. 2194). Es una condición resolutoria.





C) El pacto de retroventa, en que el “(...) vendedor se reserva la facultad de recobrar la cosa vendida, reembolsando al comprador la cantidad determinada que se estipulare, o en defecto de esta estipulación lo que le haya costado la compra”. Es una condición resolutoria.



ii) Si consiste en la mera voluntad de la persona que se obliga, debe hacerse una nueva diferenciación:




A) Si es resolutoria, es válida, porque la obligación se ha formado y ha producido sus efectos (ej: donaciones entre cónyuges, que son esencialmente revocables al arbitrio del donante).




B) Si es suspensiva (le doy 1000 pesos si yo quiero), es nula (art. 1478), puesto que no hay nadie en la necesidad de dar, hacer o no hacer; la voluntariedad en este caso acaba con toda posibilidad de obligación. Esta es la única condición potestativa que no es válida.


b) Simplemente potestativa o potestativa ordinaria, cuando consiste en un hecho voluntario del acreedor o del deudor (le doy 1000 pesos si Ud. va a Valparaíso). Esta condición, no obstante dependa de un hecho voluntario del deudor o del acreedor, es válida, porque ese hecho no es del todo dependiente de esa voluntad, por un lado debido a que el acreedor o el deudor pueden ser obligados a su realización por circunstancias extrañas a su voluntad, como un enfermedad o una orden judicial, y, por otro, porque una vez realizado el hecho, las consecuencias jurídicas que de él emanen no pueden ser modificadas por la voluntad del acreedor o del deudor.

2.- Causal: cuando depende de la voluntad de un tercero o de un acaso. Por ejemplo, "le doy 1000 pesos si Juan va a París", o "le doy 1000 pesos si llueve mañana".

3.- Mixta: es la que participa a la vez de los caracteres de la condición potestativa y de la condición causal (le doy 1000 pesos si Ud., yo y Juan vamos a Valparaíso); vale decir, la que depende en parte de la voluntad del acreedor o del deudor, o de uno y otro a la vez, y de un acaso. El Código señala que condición mixta es la que “(...) en parte depende de la voluntad del acreedor y en parte de la voluntad de un tercero o de un acaso”.

(4) Suspensivas y Resolutorias 

El art. 1479 define ambos tipos de condiciones, señalando que “La condición se llama suspensiva si, mientras no se cumple, suspende la adquisición de un derecho; y resolutoria, cuando por su cumplimiento se extingue un derecho”. 

Un ejemplo de condición suspensiva es el ofrecimiento que hace una persona a otra de un automóvil si se recibe de abogado. Un ejemplo de condición resolutoria, es el arrendamiento sujeto a la condición de que si regresa el arrendador del extranjero, debe el arrendatario restituir la casa.

En estricto rigor, el único tipo de condición que existe es la suspensiva, porque, sea ella suspensiva o resolutoria, su efecto es siempre suspender: en un caso el nacimiento de un derecho, en el otro su extinción. Por ello se puede afirmar que lo que para una persona es condición resolutoria, para la otra es siempre suspensiva, ya que el derecho que para la una se extingue bajo condición resolutoria, nace o se adquiere por la otra bajo condición suspensiva. Así, en el ejemplo del abogado, la condición es suspensiva para quien debe recibirse de tal, y resolutoria para quien formuló la oferta, pues de cumplirse la condición se extingue su derecho sobre el auto.

De ahí que pueda afirmarse que las cosas se tienen o poseen bajo condición resolutorias, y se deben bajo condición suspensiva, lo que es consecuencia de que la primera extingue un derecho existente, mientras la segunda suspende su nacimiento. Esta precisión es importante porque de ella depende en buena media el real alcance que tienen los efectos del cumplimiento de la condición resolutoria, según se verá más adelante.

La condición resolutoria es más importante que la suspensiva por dos razones: 

1.- Es de aplicación mucho más frecuente.

2.- Puede revestir tres formas: ordinaria, tácita, y pacto comisorio.

Los efectos de estas condiciones serán abordados en capítulo aparte.

 (5) Posibles e Imposibles; Lícitas e Ilícitas 

1.- Posibles e Imposibles. Es posible la condición que físicamente puede realizarse, imposible la contraria a las leyes de la naturaleza.

2.- Lícitas e Ilícitas. Es lícita la condición que no es contraria a las leyes, ni al orden público, ni a las buenas costumbres; ilícita la que consiste en un hecho prohibido por las leyes, opuesto al orden público o a las buenas costumbres (le doy 1000 pesos si mata a Pedro, si va a Luna). En nuestro Código esta clasificación queda contenida en la de posible e imposible, al modo de posibilidad e imposibilidad moral.

(6) Determinada e Indeterminada

En las condiciones el hecho futuro es incierto, lo que no obsta a que su acontecimiento pueda ser determinado o indeterminado, dependiendo de si se sabe cuándo sucederá. Así, condición indeterminada es aquella que no tiene plazo ni época para su cumplimiento (por ejemplo, te daré $1000 el día que te recibas de abogado). Condición determinada, en tanto, es la que, si bien no se sabe si ocurrirá o no –como toda condición-, de hacerlo se sabe cuándo. Este último tipo de condiciones tiene la particularidad de que queda prefijado el momento en que debe estimarse fallida.

Por eso, en principio la condición indeterminada puede cumplirse en cualquier momento, mientras que la determinada sólo hasta el instante prefijado. Esta conclusión, sin embargo, es objeto de discusiones, pues no es conteste la doctrina en cuanto a si efectivamente la condición indeterminada puede cumplirse en cualquier tiempo o si, por el contrario, hay un límite.

Parte de la doctrina sostiene que el art. 739, ubicado dentro del articulado referente al fideicomiso, es de aplicación general a todas las situaciones condicionales. Expresa dicha norma en su inc. 1º que “Toda condición de que penda la restitución de un fideicomiso, y que tarde más de cinco años en cumplirse, se tendrá por fallida, a menos que la muerte del fiduciario sea el evento de que penda la restitución”. Los argumentos que basaban esta opinión eran los siguientes:

1.- El deseo del legislador de obtener la estabilidad en todas las situaciones jurídicas. En el tiempo que se inicia la discusión, el plazo establecido en el art. 739 era de 15 años, igual que el de la nulidad absoluta.

2.- El mensaje del Código así lo señalaría: “(...) Otra [regla fundamental] es la que tiende al mismo fin [circulación de los bienes] es la que limita la duración de las condiciones suspensivas y resolutorias, que en general se reputan fallidas si tardan más de treinta años en cumplirse”.

3.- El art. 962 inc. 3º, que establecía, hasta la Ley 16.962, un plazo de 15 años para la duración máxima de las asignaciones a personas que no existen pero que se espera que existan. Dicha Ley 16.962 modificó la duración de ese plazo y la fijó en 10 años, con lo que buena parte del sistema argumentativo se desplomó, porque se volvió inconsistente. En efecto, el art. 739 es el único que actualmente contempla como plazo de consolidación de situaciones el de cinco años; todos los demás que contienen plazos de tal carácter lo fijan  en 10 años.

Por eso, actualmente resulta insostenible tal postura sobre la base del argumento basado en el art. 739, que por lo demás es todavía discutible por el solo hecho de ser notablemente especial, relativo únicamente a los fideicomisos. 

Sí se puede defender, en cambio, mediante estos otros argumentos:

1.- Resaltar la idea expresada por Bello en el mensaje, que no es especial o relativa sólo a los fideicomisos, como se desprende de su sola formulación.

2.- En virtud de una razón histórica, se puede afirmar que Bello no siguió en esto al Código Francés -como sostienen algunos-,
 que, en su equivalente de nuestro art. 1482 (según el cual la condición se reputa fallida si no se verifica dentro del plazo señalado), expresa que si no se indica plazo el hecho puede producirse en cualquier momento, pues resulta extraño que de estar inspirado en la misma norma no la hubiese reproducido en Chile. El mensaje también llama la atención sobre este cambio de opinión.

3.- No es efectiva la idea de que si no existiera límite no tendría sentido la distinción entre condiciones determinadas e indeterminadas, que el mismo Código hace a veces. Y no es efectiva, primero, porque la distinción es más doctrinaria que legal, y, segundo, porque de todas maneras subsistiría, al modo de que sería indeterminada la que puede verificarse dentro del plazo fijado por la ley.

Así, se puede concluir que toda condición debe verificarse en un plazo máximo de 10 años, o de lo contrario debe entenderse fallida.

(iv) Efectos de estas Condiciones

Las condiciones positivas deben ser física y moralmente posibles, e inteligibles, o de lo contrario se mirarán como imposibles (art. 1475).

Por su parte, las condiciones negativas deben ser asimismo física y moralmente posibles, e inteligibles.

La falta de algunos de los requisitos anteriores produce los siguientes efectos, dependiendo de si se trata de una condición suspensiva o resolutoria.

1.- Positivas suspensiva. Si es físicamente o moralmente imposible, o ininteligible, se tiene por fallida, de modo que no nace obligación alguna (art. 1480).

2.- Positiva resolutoria (art. 1480). Si es físicamente o moralmente imposible, o ininteligible, se la tiene por no escrita y la obligación se reputa pura y simple, por lo que el que adquirió una cosa bajo condición resolutoria se hace definitivamente dueño de ella (le doy 1000 pesos a condición de que me los restituya si Juan toma una estrella).

3.- Negativa suspensiva:


a) Si la abstención consiste en un hecho físicamente imposible (le doy mil pesos si Juan no toma una estrella), la obligación es pura y simple, pues la condición se encuentra irrefutablemente cumplida (art. 1476).


b) Si la abstención es moralmente imposible, debe distinguirse:



i) Si la abstención corresponde al acreedor, la obligación es nula, pues la ley considera inmoral prometerle algo a alguien a cambio de que se abstenga de realizar un hecho contrario al orden público o a las buenas costumbres (art. 1476).



ii) Si la abstención corresponde al deudor, no hay obligación, puesto que la condición es suspensiva, y ésta se reputa fallida (art. 1480 inc. 3°).


c) Si está concebida en términos ininteligibles, se la tiene por fallida.

4.- Negativa resolutoria:


a) Si la abstención es un hecho físicamente imposible (se resuelve la venta si el comprador no toma una estrella), la condición se tiene por no escrita, puesto que se encuentra irremediablemente cumplida (art. 1480 inc. final).


b) Si la abstención consiste en un hecho moralmente imposible, debe distinguirse:



i) Si la abstención compete al acreedor (dono un caballo a Pedro, con cargo a restituírmelo si no mata a Juan), no hay obligación se restituir (art. 1474).



ii) Si la abstención corresponde al deudor (dono un caballo a Pedro, con cargo a restituírmelo si yo no mato a Juan), la condición se reputa no escrita, por lo que no hay obligación de restituir.


c) Si la condición es ininteligible, se aplica la regla del art. 1480, según la cual se tiene por no escrita, de manera que no hay cargo de restituir.

(v) Efectos de las Condiciones Suspensivas y Resolutorias

(a) Condición Suspensiva

En cuanto a sus efectos, la condición suspensiva puede encontrarse en tres estados:

1.- Pendiente. En este caso sólo hay un germen de derecho, lo cual redunda en las siguientes consecuencias:


a) El acreedor condicional no puede exigir el cumplimiento de la obligación (arts. 1485 inc. 1° y 1078), ni el deudor está obligado a ella, de manera que si la paga, puede repetir lo pagado (art. 1485 inc. 2°).


b) La prescripción de la acción del acreedor no corre mientras esté pendiente la condición, porque, según el art. 2514, la prescripción extintiva corre desde que la obligación se hace exigible.


c) No hay novación pendiente la condición. El art. 1633 prescribe que “Si la antigua obligación es pura y la nueva pende de una condición suspensiva, o si, por el contrario, la antigua pende de una condición suspensiva y la nueva es pura, no hay novación, mientras esté pendiente la condición; y si la condición llega a fallar, o si antes de su cumplimiento se extingue la obligación antigua, no habrá novación”.


d) No puede operar la compensación legal, pues para ello es preciso, de acuerdo con el art. 1656 inc. 1º regla 3ª, que las obligaciones sean actualmente exigibles.
 


c) El derecho del acreedor condicional entre la celebración del contrato y el cumplimiento de la obligación condicional, es adquirido, por lo cual no puede ser afectado por una ley posterior al acto (art. 22 LERL).


d) Este derecho en germen es transmisible a los herederos del acreedor (art. 1492 inc. 1°), lo cual, con todo, no es aplicable a las asignaciones testamentarias, ni a las donaciones entre vivos (art. 1492 inc. 2°). Con respecto a las obligaciones condicionales emanadas de un testamento o de una donación, se aplican las reglas generales, es decir, ellas se transmiten a los herederos (el art. 1492 no distingue).


e) El acreedor condicional puede impetrar medidas conservativas, de acuerdo con  lo preceptuado por los arts. 761, 1078 y 1492, las cuales serán las que el juez estime prudente, pues el Código no las menciona.


f) No puede ejercer la acción pauliana, pues todavía no tiene la calidad de acreedor.

2.- Fallida. En este caso se extingue definitivamente la obligación y desaparece el derecho condicional.

3.- Cumplida. Aquí el derecho nace, por lo que el acreedor está en condiciones de exigir el cumplimiento de la obligación, que si versa sobre una cosa le da derecho además para exigir sus aumentos y mejoras. Por otra parte, si el deudor se había anticipado al pago, no podrá ahora repetirlo.

(b) Condición Resolutoria Ordinaria

(1) Efectos en General

Condición resolutoria ordinaria es toda condición resolutoria estipulada por las partes en un contrato, siempre que el hecho que la constituye no sea la infracción de alguna de las obligaciones contraídas, pues en caso contrario, o es una condición resolutoria tácita, o es un pacto comisorio; y será lo segundo si la condición estipulada es la resolutoria tácita hecha expresa por las partes en la convención.

La condición resolutoria ordinaria puede encontrarse en 3 estados:

1.- Pendiente. En este caso, mientras pende, la obligación condicional se considera pura y simple, de modo que produce todos sus efectos. El deudor se encuentra obligado a cumplirla.

2.- Fallida. Aquí se consolidan definitivamente los efectos del contrato y, por ende, también las enajenaciones y gravámenes que se hayan constituido pendiente la condición. En otras palabras, ésta se considera como no escrita. 

3.- Cumplida. En esta eventualidad el derecho desaparece, y como la condición opera retroactivamente, el efecto que se produce es la restitución de las cosas al estado en que estaban antes de la celebración del acto. El art. 1487 establece que “Cumplida la condición resolutoria, deberá restituirse lo que se hubiere recibido bajo tal condición, a menos que ésta haya sido puesta a favor del acreedor exclusivamente, en cuyo caso podrá este, si quiere, renunciarla; pero será obligado a declarar su determinación, si el deudor lo exigiere”. No estará establecida a favor del acreedor, si, por ejemplo, verificada la condición la cosa debe restituirse a una tercera persona.

El principio de retroactividad no opera, sin embargo, con absoluto vigor, sino que admite ciertas excepciones:

1.- Los frutos percibidos en el intertanto no deben restituirse, puesto que han sido obtenidos por quien era dueño, a menos que se haya pactado algo distinto, o la ley (art. 1875) o el testador así lo dispongan. Dispone el art. 1488 que “Verificada una condición resolutoria, no se deberán los frutos percibidos en el tiempo intermedio, salvo que la ley, el testador, el donante o los contratantes, según los varios casos, hayan dispuesto lo contrario”.
 

2.- Sólo se resuelven las enajenaciones y los gravámenes constituidos por quien tenía la cosa bajo condición resolutoria a favor de terceros de mala fe (art. 1490 y 1491). Este efecto será abordado en un capítulo especial.

3.- En los contratos de tracto sucesivo, simplemente no opera el efecto señalado, pues es imposible restituir a las partes al estado anterior a la contratación. la resolución en estos casos adopta el nombre de terminación.

La condición resolutoria opera de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial alguna. Así se obtiene del art. 1479: condición resolutoria es aquella que "por su cumplimiento se extingue un derecho", y del art. 1487: “Cumplida la condición resolutoria, deberá restituirse lo que se hubiere recibido bajo tal condición (...)”. Además, la resolución que proviene de una condición resolutoria ordinaria puede ser alegada por toda persona que tenga interés en ella, porque o se resuelve para todos, o no se resuelva para nadie, lo que proviene en gran medidas de que no requiere resolución judicial alguna que pudiere producir efectos relativos.

Al juez compete en esto un papel pasivo, porque simplemente debe "constatar la defunción" del derecho, comprobando que se ha producido el hecho constitutivo de la condición, que se ha resuelto la obligación y se han producido sus efectos. Como consecuencia, la resolución puede ser alegada por todo el que tenga interés en ello, porque el contrato se resuelve para todos o no se resuelve para nadie.

(2) Un Efecto en Especial: Resolución de las Enajenaciones y Gravámenes a Terceros

a. Aspectos Generales

Como señala el art. 1487, cumplida la condición resolutoria debe restituirse lo que se hubiere recibido en virtud de ella. Esto no ofrece problemas cuando la cosa está en manos del deudor, pero si éste la ha enajenado en el intertanto o ha constituido gravámenes sobre ella, como hipotecas o servidumbres, el asunto ya no es el mismo. Se genera un conflicto entre el acreedor y los terceros adquirentes o que se beneficien de dichos gravámenes. Los primeros pueden defender su interés señalando que el deudor no ha podido transferir más derechos que los que tenía; y que no tenía ninguno, pues una vez cumplida la condición ésta opera retroactivamente, de manera que se entiende que nunca tuvo derechos sobre la cosa. Los segundos, mientras, pueden proteger el suyo señalando que el contrato que celebraron con el deudor es plenamente válido y, además y especialmente, que ellos son los poseedores de la cosa.

La ley intenta resolver este conflicto de intereses, y lo hace inclinándose por el interés de los terceros, siempre que éstos cumplan una condición: se encuentren de buena fe. De este modo, la regla general es que las enajenaciones y gravámenes constituidos antes del cumplimiento de la condición, por el que poseía la cosa bajo ésta, no pueden resolverse, sino en la medida que los terceros adquirentes o beneficiarios hayan estado de mala fe. La ley adopta este criterio debido a que los terceros han contratado con quien tenía la facultad de gravar o enajenar, aunque la tuviera bajo condición de perderla, por lo que el contrato que celebraron con el deudor condicional fue válido.

b. Elementos de la Resolución de las Enajenaciones y Gravámenes

De las disposiciones de los arts. 1490 y 1491 se obtiene que dos son las circunstancias que merecen atención especial: los actos que pueden resolverse, de un lado, y la mala o buena fe del tercero, por el otro.

1. Actos Afectos a la Resolución

Tanto el art. 1490 cuanto el art. 1491 se refieren a las enajenaciones de la cosa, pero el segundo de ellos, referente a los bienes inmuebles, agrega la hipoteca, el censo y la servidumbre. La solución no es la misma para los bienes muebles y los inmuebles:

1.- Bienes Muebles. Enajenación significa la transferencia del dominio o la constitución de un derecho real. Así, a primera vista, dados los términos del art. 1490, pudiera pensarse que tanto lo uno como lo otro puede verse afectado por la resolución. Empero, un examen atento obliga a concluir que, respecto de los bienes muebles, sólo pueden resolverse las transferencias de dominio, esto es, las enajenaciones totales. Los siguientes antecedentes corroboran esta conclusión:


a) Los bienes muebles sólo son susceptibles de ser objeto de los siguientes derechos reales, además del dominio: prenda, usufructo y uso. Se excluyen, por tanto, la servidumbre, la hipoteca, censo y habitación.


b) La prenda se excluye en virtud del art. 2406 inc. 3º, porque se extingue “(...) cuando en virtud de una condición resolutoria se pierde el dominio que el que dio la cosa en prenda tenía sobre ella; pero el acreedor de buena fe tendrá contra el deudor que no le hizo saber la condición el mismo derecho que en el caso del art. 239”, esto es, que se le entregue en prenda otra cosa de igual o superior valor, u otra caución competente, o, en defecto de una y otra, que se cumpla de inmediato la obligación, aunque haya plazo pendiente para el pago.


c) El usufructo y el uso se excluyen porque se extinguen por la resolución del derecho del constituyente (arts. 806 y 812).

2.- Bienes Inmuebles. La ley sólo se refiere, además de la enajenaciones totales, a las hipotecas, censos y servidumbres. Como estas normas constituyen una excepción al principio de que las enajenaciones que favorezcan a terceros sólo pueden resolverse cuando éstos estaban de mala fe, deben interpretarse estrictamente; por lo tanto, debe entenderse que se aplican sólo a los casos señalados. Además, en sus proyectos, A. Bello hacía extensiva la disposición a los derechos de usufructo, uso y habitación o aludía a los gravámenes en general, lo que en definitiva no prosperó.
-

2. La Buena o Mala Fe del Tercero

La buena fe consiste en haber recibido la cosa desconociendo que la persona de quien la adquiría la poseía bajo condición resolutoria: a la inversa, la mala fe consiste en haberlo hecho a sabiendas de que la persona de la que adquiría poseía la cosa bajo tal condición.

Para juzgar la buena o mala fe de los terceros, se distingue entre las cosas muebles e inmuebles:

1.- Cosas muebles (art. 1490). Como para determinar la buena o mala fe se atiende al momento de adquirir la posesión, para saber si el tercero estaba de mala fe se verá si sabía o no de la condición al adquirir la cosa. La mala fe la prueba el demandante, el que intenta la acción reivindicatoria, porque, de acuerdo con el art. 707, la buena fe se presume. 

2.- Cosas inmuebles (art.1491). Rige la misma regla que la del art. 1490, sólo que la ley ha sustraído de las reglas generales de la prueba la cuestión de la buena o mala fe. Y así, ha establecido que se procede la resolución si la condición constaba en el título y éste fue inscrito u otorgado por escritura pública.
 

Una cosa "consta" cada vez que es manifiesta, sin necesidad de ser expresa; consta tanto cuando se expresa en virtud de una estipulación de las partes, como cuando es tácita.  Por su parte, título respectivo es aquel del cual arranca el derecho bajo condición resolutoria del enajenante.  Ahora, cuando se dice inscrito u otorgado por escritura pública, lo que debe constar en la escritura pública no es la condición, sino el contrato (o si no se diría: la inscrita u otorgada...).

La exigencia de que el contrato esté inscrito u otorgado por escritura pública, no es copulativa sino disyuntiva:  basta una o la otra.  No son necesarias las dos.

La jurisprudencia ha fallado que el hecho que la condición conste en el título respectivo, inscrito u otorgado por escritura pública, no implica necesariamente que el tercero adquierente esté de mala fe para los efectos de ganar por prescripción ordinaria el dominio de la cosa y, de ese modo, oponerla como excepción al reivindicante. En consecuencia, la buena fe necesaria para poseer regularmente una cosa (art. 702) se rige por el art. 706 inc. 1º, según el cual “La buena fe es la concienca de haberse adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos, exentos de fraude y de todo otro vicio”.

c. Regla Especial Relativa a las Donaciones

De acuerdo con el art. 1432, “La resolución, rescisión y revocación de que hablan los artículos anteriores, no dará acción contra terceros poseedores, ni para la extinción de las hipotecas, servidumbres u otros derechos constituidos sobre las cosas donadas, sino en los siguientes casos:

1.° Cuando en escritura pública de la donación (inscrita en el competente registro, si la calidad de las cosas donadas lo hubiere exigido) se ha prohibido al donatario enajenarlas, o se ha expresado la condición”.

Así, la condición debe constar y expresarse siempre, se trate de bienes muebles o inmuebles, en un escritura pública.
c. Discusiones a que han dado Lugar los Arts. 1490 y 1491

El principio de que las enajenaciones y constituciones de derechos reales sobre la cosa, efectuadas por el que la poseía bajo condición resolutoria, quedan sin efecto si el tercero adquirente o beneficiario estaba de mala fe, no puede obtenerse tan simplemente de la redacción de los arts. 1490 y 1491. En verdad, ese principio ha emergido luego de numerosas discusiones y críticas en torno de ellos.

El art. 1490 estatuye que “Si el que debe una cosa mueble a plazo, o bajo condición suspensiva o resolutoria, la enajena, no habrá derecho a reivindicarla contra terceros poseedores de buena fe”. Por su parte, el art. 1491 declara que “Si el que debe un inmueble bajo condición lo enajena, o lo grava con hipoteca, censo o servidumbre, no podrá resolverse la enajenación o gravamen, sino cuando la condición constaba en el título respectivo, inscrito u otorgado por escritura pública”.

A la primera disposición se la critica, al igual que a la segunda, por sugerir que el acreedor a plazo o condición de una cosa mueble puede reivindicarla del tercero adquirente una vez cumplida la condición, lo que no es posible. En efecto, la acción reivindicatoria compete sólo al dueño, y el acreedor nunca lo ha sido, ya que respecto de él no ha operado el modo de adquirir tradición.
 La cosa estuvo en poder del deudor condicional o a plazo, aquel que debía entregarla al acreedor condicional una vez cumplida la condición, y antes de que esto aconteciera, la enajenó a un tercero.

En realidad, si quien debe una cosa a plazo o a condición la enajena antes de que llegue el primero o se cumpla la segunda, cuando acontezca el uno y la otra se encontrará en una situación de incumplimiento contractual, pues no podrá entregarla, y el acreedor no tendrá más opción que solicitar la indemnización de perjuicios correspondiente. 

La acción puede nacer contra el tercero sólo en la medida que el derecho que el enajenante tenía sobre la cosa haya estado sometido a alguna limitación a favor del acreedor condicional, de manera tal que el derecho que el enajenante podía enajenar no era completo o íntegro, cumpliéndose la regla de que nadie puede enajenar más derechos de los que tiene.  Y el derecho sobre la cosa nace únicamente mediante un modo de adquirir, en estos casos la  tradición.

La ley ha querido, por tanto, referirse al que tiene un derecho de dominio, pero limitado por una condición; ha querido aplicar el principio de que resuelto el derecho del causante, se resuelve también el del causahabiente. Por eso, la frase correcta hubiese sido “si el que tiene o posee” la cosa a plazo o a condición, que, dicho sea de paso, es justo lo inverso de deber una cosa bajo condición suspensiva.
  Para Alessandri,
 tal sería la solución correcta porque así ese individuo tiene un derecho eventual, resoluble, que, al enajenarlo, se transfiere en iguales condiciones, esto es, también con el carácter de eventual y resoluble. Para Meza Barros, en tanto, de ese modo, producto de la ficción retroactiva que genera el cumplimiento de la condición, se supone que el que tenía la cosa nunca fue dueño, y que este dominio le pertenecía a quien le corresponde la cosa en virtud del cumplimiento de la condición.

Por este motivo, las cosas que se reciben bajo condición resolutoria no se ”deben”, sino que se tienen o se poseen o se es dueño de ellas con el límite de que termine ese derecho una vez que se cumpla la condición. Sólo una vez que se cumpla ésta se puede decir que el que tenía la cosa bajo condición resolutoria deviene en deudor resolutorio, en el sentido de que la debe restituir por haberla recibido bajo tal condición. En todo caso, que devenga en deudor resolutorio no modifica en ningún caso la situación de estos artículos, ya que el problema se presenta cuando la cosa es enajenada antes de cumplirse la condición, instante en el cual el individuo sólo tiene, posee o es dueño de la cosa bajo condición resolutoria, y no es, por ende, deudor resolutorio. Y aún más, si llegase a suceder que quien tenía la cosa en tal carácter la enajenare luego de cumplida la condición, tampoco habría problema, ya que tal enajenación sería hecha por una persona que no tiene ningún derecho sobre la cosa, y que sería un deudor puro y simple.

De lo dicho se concluye que la posibilidad de resolver las enajenaciones a  favor de terceros debe descartarse en el caso de la condición suspensiva y del plazo, sea este último suspensivo o extintivo. Si el plazo es suspensivo, se razona del mismo modo que con las condiciones suspensivas. Si es extintivo, el que tiene la cosa es un mero tenedor, como se desprende del art. 1087, según el cual las asignaciones hasta día cierto, determinado o no, constituyen un usufructo, y como mero tenedor no puede enajenar más que su derecho de usufructo, o de lo contrario la enajenación es inoponible el dueño.

En consecuencia, los art.1490 y 1491 se refieren únicamente al caso en que el que posee una cosa bajo condición resolutoria, la enajena en el tiempo que corre desde que la recibe hasta que se cumple la condición.

 (v) Estados en que Pueden Encontrarse las Condiciones

Las condiciones pueden encontrarse en tres estados:

1.- Pendiente, cuando no se ha verificado, y se ignora si se verificará o no.

2.- Cumplida, cuando se ha realizado.

3.- Fallida, cuando con toda seguridad se sabe que no se ha de realizar.

El art. 1482 establece reglas precisas para determinar cuándo una de estas condiciones se encuentra fallida y cuándo cumplida: "Se reputa haber fallado la condición positiva o haberse cumplido la negativa, cuando ha llegado a ser cierto que no sucederá el acontecimiento contemplado en ella, o cuando ha expirado el tiempo dentro del cual el acontecimiento ha debido verificarse, y no se ha verificado". De lo anterior se desprende que son cuatro las situaciones posibles:

1.- Si la condición es positiva y no se ha señalado plazo o época dentro del cual deba verificarse el suceso en que consiste, se reputará haber fallado cuando llegue a ser cierto que el acontecimiento no se verificará (le doy 1000 pesos a Juan si se casa, y Juan muere antes de casarse.)

2.- Si la condición es positiva y se ha señalado plazo o época, la condición ha fallado si dentro de esa época no se cumple (le doy 1000 pesos a Juan si se casa antes de los 25 años).

3.- Si la condición es negativa y no se ha señalado plazo dentro del cual deba cumplirse, se tiene por cumplida si llega a ser cierto que no se verificará el acontecimiento (le doy 1000 pesos a Juan si no se casa. Juan fallece).

4.- Si la condición es negativa y se ha señalado tiempo dentro del cual deba verificarse, se reputará cumplida si el hecho no se verifica dentro del plazo señalado (le doy 1000 pesos a Juan si no se casa en 2 años).

Pero, para que la condición se repute fallida, es menester que su incumplimiento provenga de circunstancias fortuitas, o, al menos, extrañas a la voluntad del que se obliga, porque de lo contrario, esto es, si el deudor se vale de medios ilícitos para impedir el cumplimiento de la obligación, la ley sanciona su mala fe dando la condición por cumplida. Lo anterior proviene de una aplicación extensiva del art. 1481.

(v) Modo de Cumplir las Condiciones

El art. 1483 dispone que "La condición debe ser cumplida del modo que las partes han probablemente entendido que lo fuese, y se presumirá que el modo más racional de cumplirla es el que han entendido las partes". La aplicación de este artículo conduce a la averiguación de la manera cómo debe cumplirse la condición, para lo cual ha de estarse a la voluntad de las partes, del mismo modo como sucede en el los contratos (art. 1560).

Acto seguido, debe aplicarse el art. 1484, según el cual "Las condiciones deben cumplirse literalmente, en la forma convenida". Parece haber aquí una contradicción, pero ello no es tal. Lo que quiere decir este artículo es que queda descartado cualquier cumplimiento por equivalencia de ellas, bien que aproveche al acreedor.

La condición, por último, debe cumplirse íntegramente. Así lo expresa el art. 1485 inc. 1º: “No puede exigirse el cumplimiento de la obligación condicional, sino verificada la condición totalmente”.

(vi) La Retroactividad de la Condición

El Código Civil, a diferencia del francés, no establece de modo expreso la retroactividad de las condiciones. Sin embargo, sigue las consecuencias de dicho principio y , en general, los efectos del cumplimiento de una condición se remontan al tiempo que la obligación se contrajo.

Que una condición opere con efecto retroactivo significa, en el caso de la suspensiva, que el derecho del acreedor existe en su patrimonio desde que nació la obligación, cuando se cumple, y que el acreedor no habrá tenido jamás un derecho ni el deudor una obligación, si falla. En el caso de la condición resolutoria, mientras, ello significa que se reputa que el que tenía la cosa bajo dicha condición nunca tuvo derechos en ella, si se cumple, y que el derecho no ha estado jamás expuesto a perderse, si falla.

Esta ficción de la ley es una ventaja para el acreedor condicional, que no ve perjudicado su derecho por los actos que el deudor condicional haya efectuado mientras pendía la condición, ya que éstos desaparecen. Sin embargo, es una gran riesgo para los terceros que han contratado con el deudor condicional, pues estos actos pueden verse expuestos a perder vigor.

La falta de una mención expresa de este principio de retroactividad ha generado  una disputa doctrinaria acerca de su efectividad. Claro Solar,
 Meza Barros
 y Alessandri
 se muestran a favor de la existencia de tal principio. Estos dos últimos autores citan los siguientes efectos como argumentos que demuestran el acogimiento del principio de retroactividad de las condiciones:

1.- Si no se acoge esta postura no podría explicarse la transmisión de los derecho y obligaciones condicionales (art. 1492), pues si el derecho y obligación sólo nacen una vez cumplida la obligación, pendiente ésta, a la muerte de una de las partes no hay vínculo jurídico que transmitir.

2.- Tampoco podría explicarse el derecho del acreedor condicional a solicitar medidas conservativas mientras pende la condición, porque quien no tiene derechos sobre una cosa, no puede solicitar sobre ella medidas conservativas.

3.- La posibilidad de resolver las enajenaciones efectuadas por el deudor pendiente la condición pueden da un indicio de que el acreedor tenía derechos sobre la cosa mientras la condición no se cumplía.

4.- Entre la celebración del contrato y el cumplimiento de la obligación no puede el deudor desligarse de ella, lo que podría hacer perfectamente si no existiera obligación alguna antes del cumplimiento de la condición

5.- Se observa que cada vez que la ley subordina los efectos de un acto a circunstancias posteriores, les atribuye a éstas un efecto retroactivo. Así por ejemplo, el caso del art. 77, que mantiene en suspenso los derechos del que está por nacer, pero una vez que acontece el nacimiento, el recién nacido entra en el goce de dichos derechos, como si hubiese existido al tiempo que se defirieron. Igual solución emplea el art. 2413, pues declara que la fecha de la hipoteca constituida bajo condición suspensiva o desde cierto día, es, cumplida la condición, la de su inscripción, y no la del cumplimiento de ella.

6.- Pertenecen al acreedor los aumentos, mejoras y deterioros, y es de su cargo la pérdida fortuita de la cosa debida, ocurridos pendiente la condición. No podrían pertenecer a ni soportar este último riesgo quien no tiene ningún derecho sobre la cosa sino hasta que se cumple la condición.
 

Sin embargo, hay ciertos casos en que se advierte que la ley no adoptó un criterio de retroactividad, tales como los siguientes:

1.- “(...) no se deben los frutos percibidos en el intermedio, salvo que la ley, el testador, el donante o los contratantes, según los varios casos, hayan dispuesto lo contrario” (art. 1488). Igual regla siguen los arts. 1078 inc. final y 1338 regla 1ª. Si el acreedor tuviera su derecho desde el nacimiento de la obligación, debería tender derecho a los frutos.

2.- Las enajenaciones que se resuelven son aquellas en que el tercero estaba de mala fe, lo indica que la condición no opera con efecto retroactivo respecto de los terceros de buena fe.

3.- Los actos de administración efectuados por el deudor condicional, como los arrendamientos, quedan a firme. Este criterio sigue el art. 758 para el fideicomiso.
  

(vii) Entrega de la Cosa Debida una vez Cumplida la Condición

Si la obligación es de género, los problemas que pueden presentarse son escasos, por no decir inexistentes, ya que el género no perece, ni aumenta ni se deteriora. 

Distinto es el caso de las obligaciones de especie, que sí pueden sufrir alguno de esos acontecimientos. Por eso corresponde tratar con detención las siguientes eventualidades que pueden acontecer mientras pende la condición.

1.- Aumentos y mejoras. El art. 1486 inc. 2º señala que “(...) la cosa se debe en el estado en que se encuentre, aprovechándose el acreedor de los aumentos y mejoras, sin estar obligado a dar más por ella (...)”. Esta solución es contraria a los principios generales del derecho, pues el acreedor al verse desligado de la obligación de indemnizar mejoras de cualquier clase, incluso las necesarias, obtiene un enriquecimiento injusto que la misma ley rechaza en los arts. 904 y sgts, donde obliga al dueño a indemnizar las mejoras necesarias aun al poseedor de  mala fe.

2.- Deterioros. El mismo art. 1486 inc. 2º señala que el acreedor debe sufrir el deterioro o disminución que haya experimentado la cosa, “(...) sin derecho alguno a que se le rebaje el precio (...)”. Se siguen el mismo principio establecido en el art. 1550: el riesgo de la especie o cuerpo cierto cuya entrega se deba es del acreedor.

Sin embargo, si la pérdida es culpable, “(...) el acreedor podrá pedir o que se rescinda el contrato o que se le entregue la cosa, y además de lo uno y de lo otro tendrá derecho a indemnización de perjuicios” (art. 1486 inc. 2º). 

3.- Frutos. A menos que la ley, el testador o las partes, según los casos, establezcan lo contrario, se siguen las siguientes reglas:


a) Condición resolutoria. De acuerdo con el art. 1488, “Verificada la condición resolutoria, no se deberán los frutos percibidos en el intermedio (...)”.


b) Condición suspensiva. El acreedor no tiene derecho a los frutos que el deudor condicional hubiere percibido en el intermedio. El art. 1078, aplicable a las condiciones en general en virtud de la remisión que hace el art. 1493, establece que “Las asignaciones testamentarias bajo condición suspensiva, no confieren al asignatario derecho alguno, mientras pende la condición, sino el de implorar las providencias conservativas necesarias”.

4.- Pérdida de la cosa debida bajo condición. Conforme con el art. 1486 inc. final, una cosa se entiende perdida o destruida no sólo cuando materialmente se destruye o pierde, sino también cuando se destruye “(...) la aptitud de la cosa para el objeto a que según su naturaleza o según la convención se destina” (por ejemplo, cuando a un caballo se le fractura una pata). 

Para determinar los efectos de la pérdida de la cosa, el art. 1486 distingue dos situaciones:


a) La pérdida total o parcial se produce sin culpa del deudor. Si es total se extingue la obligación; si es parcial, el riesgo lo asume el acreedor, a quien la ley, a modo de compensación, le otorga todos los aumentos y mejoras que la cosa reciba, sin que deba dar más por ella.


b) La pérdida total o parcial se produce por culpa del deudor. Si es total, el acreedor tiene derecho a exigir el precio e indemnización de perjuicios; si es parcial, el acreedor tiene derecho a pedir a su arbitrio o la resolución del contrato (el Código dice rescisión), o la entrega de la cosa, en ambos casos con indemnización de perjuicios.

5.- Enajenaciones y gravámenes del deudor condicional. Se hace referencia a lo visto respecto de los efectos de la condición resolutoria.
� El modo se estudia en Derecho Sucesorio.


� Abeliuk, pág. 383.


� Abeliuk, pág. 393.


� Abeliuk discrepa de esta conclusión, “(...) porque nada autoriza a sostenerla. Desde luego, no sólo el precepto no efectúa la distinción , sino que es anterior al que clasifica las condiciones en suspensivas y resolutorias (art. 1479). En seguida, es nula la obligación que depende de la mera voluntad de la persona que se obliga, y tanto en la suspensiva como en la resolutoria ocurre así, porque si por ejemplo digo: te presto mi casa y me la devuelves si quieres, no hay obligación del comodatario. Este a nada se obliga. Finalmente, la donación revocable no depende de la voluntad del que se obliga bajo condición, el donatario, sino del acreedor condicional, el donante. El derecho es de éste: solicitar la devolución; la obligación del donatario: restituir a la sola voluntad del acreedor” (pág. 394). Alessandri había citado este ejemplo para defender su postura (Alessandri, págs. 170 y 171).


� Abeliuk (pág. 391) ve aquí un error del Código, pues dice que “(...) también es mixta la que en parte depende de la voluntad del deudor y en el resto de la de un tercero o de un hecho ajeno a las partes”,


� Abeliuk, pág. 385.


� Abeliuk, pág. 388 a 391.


� Jorge Solís de Ovando, citado por Abeliuk, pág. 390.


� En opinión de Abeliuk, pág. 391.


� Abeliuk, pág. 405.


� Abeliuk, pág. 405.


� Abeliuk, pág. 406.


� Meza Barros, pág. 101.


� El art. 1078 corrobora lo establecido en esta disposición, mientras que el art. 1875 establece una contra excepción: "“a resolución de la venta por no haberse pagado el precio, dará derecho al vendedor para (...) que se le restituyan los frutos, ya en su totalidad si ninguna parte del precio se le hubiere pagado, ya en la proporción que corresponda a la parte del precio que no hubiere sido pagada” (Meza Barros, pág. 102).


� Meza Barros, pág. 100 y 101.


� Abeliuk, pág. 411.


� Meza Barros, pág. 103 y 104.


� Todo lo anterior en cuanto a los actos afectos a la resolución corresponde a la opinión de Meza Barros (págs. 108-113). Para Abeliuk, mientras, la solución es mucho más amplia: sin fundamentar expresa que “(...) la verdad es que en ambos [casos] deben considerarse comprendidos todos los gravámenes, como usufructo, uso, habitación, est., todos ellos quedarán sin efecto cumpliéndose los respectivos requisitos” (Abeliuk, pág. 443).


� Alessandri (Pág. 221) y Meza Barros (pág. 113) concluyen que, no obstante su generalidad, las disposiciones de los arts. 1490 y 149 son únicamente aplicables a la compraventa, la permuta y el pacto de retroventa. El fundamento es, al parecer, que los arts. 1873, 1876 y 1882 así lo expresan.


� Meza Barros estima que en este caso la ley presume de derecho la mala fe (Meza Barros, pág 106). Alessandri también, pág. 219.


� Abeliuk, pág. 446.


� Por ejemplo, A dona a B un automóvil, si se recibe de abogado. Antes de cumplirse la condición, A enajena a C el automóvil. Cumplida la condición, y supuesto que C está de mala fe, ¿puede B reivindicar? No, porque no ha sido ni es dueño de la cosa (Meza Barros, pág. 108).


� Más todavía, de aceptar las palabras de la ley tal como están, se llegaría al absurdo de que el acreedor puro y simple estaría en un peor nivel que el condicional, pues mientras éste podría reivindicar, aquél no. A eso se agrega que el mismo art. 1817 priva al acreedor puro y simple de la acción reivindicatoria, porque, en una venta separada de una misma cosa a dos personas, prefiere al que entró primero en la posesión de ella. Por último, las palabras de la ley darían para sostener que las obligaciones son limitaciones al dominio, pues todo aquel que se constituyera en deudor condicional, limitaría su derecho de propiedad, lo que es absurdo. Las obligaciones limitan las actividades personales, pero no el derecho de dominio (Alessandri, pág. 220). 


� “Lo que se debe bajo condición suspensiva, se posee bajo condición resolutoria y viceversa” (Meza Barros, pág. 110). El proyecto de Bello de 1853, art. 1666, recogía esta diferencia entre deber a condición y poseer bajo condición: “Si el que debe una cosa bao condición suspensiva la enajena o grava con hipoteca, prenda, censo o servidumbre, la enajenación o gravamen se resuelve cumplida que sea la condición. Si el que posee cualquiera cosa bajo condición resolutoria la enajena o la grava, se seguirán las mismas reglas” (Gonzélez von Marés, citado por Meza Barros, pág. 110). 


� Alessandri, pág. 221.


� Meza Barros, pág. 109.


� Abeliuk, pág. 441.


� Abeliuk, pág. 441.


� Abeliuk (pág. 397) anota que esta norma tiene una justificación histórica, ya que en Roma se permitía el cumplimiento por equivalencia de las condiciones. Así, si una persona ofrecía a otra una recompensa si se recibía de ingeniero civil, se entendía cumplida si esta persona se recibía de ingeniero agrícola.


� Abeliuk, pág. 397.


� Meza Barros, pág. 82 y 83.


� Abeliuk, pág. 397. Agrega el autor que este efecto entraba la circulación de la riqueza, que es un anhelo del legislador.


� Mencionado por Abeliuk, pág. 399, nota al pie 454


� Meza Barros, págs. 83 y 84.


� Alessandri, págs. 183 a 191.


� Meza Barros, págs. 83 y 84.


� Abeliuk, pág. 399.


� Según Meza Barros, esta circunstancia no es más que consecuencia de la constatación de que la aplicación rigurosa de un principio es las más de la veces perniciosa (Meza Barros, pág. 84).


� Abeliuk, pág. 400.


� Abeliuk, págs. 401 y 402.





